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Auto Int. No: 015 de 2022 
Procedimiento: Ejecutivo 
Demandante:  Banco Comercial AV Villas  
Demandada:  IVANAGRO S.A. 
Radicado:    05001 31 03 016 2020 00123 01 
Asunto:     Niega solicitud de suspensión por prejudicialidad  

 
TRIBUNAL SUPERIOR 

DISTRITO JUDICIAL DE MEDELLÍN 
-SALA UNITARIA DE DECISIÓN- 

 
Medellín, veinticuatro (24) de enero del dos mil veintidós (2022). 

 
   I. Asunto a resolver. 

 

 El apoderado de la parte ejecutada Ivanagro S.A. mediante escrito 

allegado el pasado 13 de enero de 2021, solicita la suspensión del presente 

proceso por prejudicialidad, para el efecto, indica que se “…fundamenta en el 

hecho de que actualmente se adelanta una  investigación penal en la Fiscalía General 

de la Nación (Fiscal 70 Seccional de la Unidad de Delitos Contra el patrimonio 

Económico, la Fe Pública y otros, Unidad Seccional de Fiscalías de Medellín) bajo el 

SPOA 05-00-16000-248-2020-01552, por los delitos de Falsificación en Documento 

Privado, Concierto  para Delinquir, Estafa y Enriquecimiento Ilícito, por la emisión de las 

facturas cambiarias de compraventa que cimientan este proceso y otros de la misma 

índole. Así las cosas, la decisión que se llegue a adoptar en el mencionado proceso 

penal influye necesariamente en la sentencia que resolverá en segunda instancia y de 

manera definitiva este litigio…”.  

 

Para resolver la petición se, 

   

 II. Considera 

 

 1. Conforme lo dispone el numeral 1 y 2 del artículo 161 del C. G. 

del P., el juez puede decretar la suspensión del proceso cuando la sentencia que 

deba dictarse en un proceso penal o civil, influya o dependa de la que deba 

dictarse en otro. 

 

2. A su turno, el artículo 162 ib., consagra que la suspensión a que 

refiere el numeral 1 del artículo 161 ejusdem, solo se decretará mediante la 
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prueba de la existencia del proceso que la determina 

y una vez el proceso que deba suspenderse se encuentre 

en estado de dictar sentencia. 

 

2.1. Sobre el punto, la Honorable Corte Constitucional señaló:  

 

Así las cosas y a pesar de que las normas facultan a la autoridad judicial 

competente para pronunciarse discrecionalmente al respecto, se deberá 

decretar la suspensión si en un caso figuran las tres circunstancias 

mencionadas en el artículo citado: a. que se haya iniciado un proceso 

penal -cosa que ha de probarse-; b. que el mismo influya 

necesariamente en el proceso civil; y c. que este último se halle en estado 

de dictar sentencia 

 

 Bajo estas premisas, al momento de solicitarse la prejudicialidad 

penal para lograr la parálisis del trámite de un proceso de naturaleza civil, 

indudablemente debe verificarse el cumplimiento de estos requisitos 

concurrentes para su procedencia. 

 

3. Caso concreto. Pretende el apoderado de Ivanagro S.A. que se 

suspenda el presente proceso ejecutivo que se adelanta en su contra, por 

considerar que se configura la causal 1° del artículo 161 del C. G. del P., la cual 

sustenta en el hecho que, contra la sociedad Gextión: Grupo de Expertos en 

Gestión e Innovación S.A.S., se adelanta investigación penal por la generación 

de una serie de facturas fraudulentas presentadas para el cobro ejecutivo, 

incluyendo el que aquí se adelanta, facturas que presentan a la entidad Ivanagro 

S.A., como deudor cambiario de unas sumas cuantiosas que no adeuda. 

 

3.1. En efecto, al revisar el material probatorio obrante en el plenario 

y que conduzca a la demostración de la causal de prejudicialidad invocada, 

encuentra esta Colegiatura que la parte solicitante no acreditó de manera 

evidente que los presupuestos se cumplieran; esto porque i) no allegó prueba, 

por mínima que fuera, de la existencia del proceso penal que aduce estar en 

trámite y lo más importante es que no se conoce la etapa procesal en que se 

encuentra la respectiva actuación. 
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3.2. Ahora, es cierto que se trajo una denuncia penal en 

la cual se evidencia quienes son las partes intervinientes 

y cuáles fueron los hechos concretos que la originaron y, precisamente, al 

determinar si en la causa que a partir de esa denuncia se discute, efectivamente, 

cuenta con la capacidad de afectar la ejecución que aquí se adelanta, pronto se 

advierte que no es necesario esperar que el juez penal decida lo propio, para 

determinar si este proceso ejecutivo puede continuar su trámite o no.  

 

3.3. Nótese que el denunciante Ivanagro S.A., narra en los hechos 

que no ha tenido relación alguna con la entidad Gextión: Grupo de Expertos en 

Gestión e Innovación S.A.S., de cara a las facturas que llegó a cobrarle la 

entidad empresarial DIVISA S.A., además, agrega que los investigadores de la 

Entidad Ivanagro S.A., pudieron determinar que “EN TOTAL” existían facturas 

falsas por valor de $17.827.949.406 a cargo de la denunciante y que fueron 

compradas por las siguientes entidades a las que, también describe como 

estafadas: 

 

 

3.4. Por consiguiente, con la denuncia allegada, lo que se observa 

es que no involucra la entidad aquí ejecutante Banco AV Villas S.A., pero, tal 

vez, lo más importante es que no se avista incidencia directa en las resultas de 

este proceso ejecutivo civil, en tanto la factura que cimienta la presente ejecución 

GX-305 por valor de $665.850.000, NO aparece relacionada por la investigadora 

de Ivanagro S.A., como una factura inexistente y si bien en la denuncia se alude 

en forma genérica a que nunca se prestaron servicios informáticos por parte 

de la sociedad Gextión: Grupo de Expertos en Gestión e Innovación S.A.S. a la 
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empresa Ivanagro S.A., debe advertirse que, en la 

profundidad litigiosa del presente juicio ejecutivo, obra un 

contrato de prestación de servicios informáticos celebrado entre los 

representantes legales de ambas empresas, por modo que, la aludida factura 

eventualmente pudo ser concertada como medio de pago de determinado 

servicio, lo cual habrá de analizarse a la hora de dictarse la sentencia que en 

derecho corresponda. 

 

3.5. Pero para lo que atañe a este particular, es claro que no se 

encuentran establecidos los requisitos necesarios para que tenga ventura la 

solicitud de suspensión, pues la mera denuncia penal, las indagaciones previas o 

investigación que adelante la Fiscalía a efectos de determinar si existe mérito o 

no para la imputación de cargos por el ilícito de estafa (art. 246 C.P.); 

enriquecimiento ilícito de particulares (art.327 C.P.); falsedad en documento 

privado (art. 289 C.P) y, concierto para delinquir (art. 340 C.P.), no desemboca 

necesariamente en un proceso, al tiempo que aquí dentro del mismo proceso ya 

hubo ocasión de debatirse lo que resulta realmente trascendental para la validez 

de las facturas cambiarias que se cobran, esto es, si realmente corresponden a 

una prestación real y efectiva de servicios que es lo que interesa al proceso 

ejecutivo. Pero, además, y esto es lo fundamental, el hipotético proceso penal 

a más que no tiene coincidencia de partes, causa u objeto con el proceso 

ejecutivo aquí adelantado, ha de exaltarse que no tiene lo que la Corte 

Constitucional denomina “…conexidad sustancial entre la decisión que ha de 

adoptarse en uno y otro pleito…” de modo que “…el juez, al momento de decidir 

sobre la suspensión del proceso, sólo puede atender a circunstancias objetivas que le 

permitan concluir que al fallar el caso sometido a su conocimiento, sin el 

pronunciamiento que debe producirse en otro proceso, incurriría en contradicciones 

que afectarían no sólo los derechos de las partes sino la unidad misma que debe 

existir en la administración de justicia, eventualidades éstas que debe prever, 

postergando su decisión. (...)”1 

 

3.6. En ese orden y al sobrevenir la orfandad probatoria frente a la 

acreditación de los supuestos necesarios para la declaratoria de la 

prejudicialidad implorada, no queda otro camino que denegar tal pedimento. 

 

                                      
1 Sentencia T-451-00. 
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Por lo brevemente expuesto, el TRIBUNAL SUPERIOR 

DEL DISTRITO JUDICIAL DE MEDELLÍN, en Sala 

Unitaria de Decisión Civil, 

 

II. Resuelve 

 

PRIMERO: NEGAR la solicitud de suspensión del proceso por 

prejudicialidad, por lo motivos expuestos en esta providencia. 

 
 NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
 

 
 

JULIÁN VALENCIA CASTAÑO 
Magistrado 

 
 
 
                                                     

 

 

  


